
CONCLUSIÓN 
 
 
 

A lo largo de esta investigación, hemos podido satisfacer todas las expectativas 

que nos planteamos en un inicio. A través del estudio de los antecedentes, concepto, 

teorías y demás elementos, pudimos conocer y entender en gran medida la interesante 

institución del juicio de lesividad. Si bien es cierto que la información y las obras sobre 

este tema no son comunes y que el proceso de recopilación de la misma no fue sencilla, 

con el apoyo de fuentes extranjeras y la oportunidad de charlar con algunos de los 

principales actores en el tema del procedimiento contencioso administrativo, finalmente 

reorientamos nuestra investigación para llegar a este momento con ideas concretas que 

nos permiten concluirla con algunas afirmaciones finales que a continuación 

esgrimiremos.  

 

El juicio de lesividad aparece, en la vida jurídica de nuestro país, hasta la 

segunda época del procedimiento contencioso administrativo. Fue hasta la Ley de 

Justicia Administrativa de 1936, cuando es adoptado el procedimiento por el cual una 

Autoridad podía intentar revocar una resolución mediante la interposición de un juicio, 

considerándose desde ese momento un procedimiento contencioso administrativo 

especial, debido a los elementos y derechos específicos que involucra1. Mediante el 

segundo capítulo, fuimos testigos de cómo ha ido evolucionando el juicio de lesividad 

en la codificación mexicana, observando que desde su aparición no ha sufrido ninguna 

modificación substancial. De igual manera, pudimos concluir que la reglamentación que 

el Código Fiscal de la Federación actual – al igual que los anteriores – hace sobre el 

juicio de lesividad es mínima, por lo que casi en la totalidad de su substanciación se rige 

                                                 
1 Ver tercer capítulo 



por el procedimiento contencioso administrativo ordinario, haciendo la distinción de 

que la substanciación del juicio de lesividad será menor a la del juicio de nulidad, toda 

vez que en el primero no se configura la ampliación de demanda, situación que se 

reflejará en la más rápida conclusión del mismo. 

 

En el entendido de que el juicio de lesividad era un procedimiento contencioso 

administrativo especial y que por tanto su nombre es producto de la doctrina en su papel 

de fuente formal del derecho, nos dimos a la tarea de analizar los elementos que le 

daban tal característica. En consecuencia, establecimos que el proceso de lesividad 

supone indefectiblemente la existencia de tres elementos: un proceso contencioso 

administrativo especial, la existencia de un acto administrativo lesivo a la misma 

autoridad y la intención de que se nulifique o revoque dicho acto; sin los cuales no 

tendría razón de ser. Además, llegamos a la conclusión de que la procedencia y el éxito 

ante los tribunales, depende de la carga que tendrá la Autoridad de demostrar 

fehacientemente la lesividad de sus actos, pues de lo contrario estaría condenado a su 

desecamiento. Finalmente, al sintetizar a los diversos autores estudiados, recordamos 

que el juicio de lesividad se define como el procedimiento contencioso administrativo 

especial, por medio del cual la Autoridad Administrativa somete al órgano 

jurisdiccional competente, el estudio de una resolución favorable al administrado, que 

fue emitida erróneamente con anterioridad, con la intención de que ésta sea anulada o 

modificada. 

 

Entrando más en materia, cuando iniciamos el estudio de la inconstitucionalidad 

de los cinco años con que cuenta la Autoridad para iniciar el juicio de lesividad, 

encontramos una situación criticable en la exposición de motivos de la ley. El legislador 



justificó el excesivo término de cinco años, al crear una relación entre el plazo para que 

se configure la prescripción y la caducidad con el plazo que se debería dar a la 

Autoridad para acudir a juicio de lesividad. Como expusimos detalladamente en el 

capítulo respectivo, esto es muy desafortunado pues las situaciones de hecho y de 

derecho que generan tanto la manera de extinguir obligaciones como el hecho de 

interponer el juicio de lesividad son muy distintas. Por tal motivo, podemos afirmar que 

no existe una adecuada fundamentación y motivación del término consignado en el 

tercer párrafo del artículo 207 del CFF, con lo que tendríamos un argumento sustentado 

para solicitar su inconstitucionalidad.  

 

Siguiendo el mismo orden de ideas, llegamos a concretar por qué consideramos 

inconstitucional el plazo de la Autoridad para incoar el juicio de lesividad. Una vez que  

estudiado detalladamente los principios que en nuestra opinión se involucraban con 

dicha inconstitucionalidad, podemos dividir este vicio en dos partes: las causas y los 

efectos. En primer lugar, creemos que la inconstitucionalidad expresada aquí, se debe a 

la violación que el artículo 207 en su tercer párrafo, realiza a los principios de igualdad 

y equidad de las partes en el proceso, pues no se esta haciendo una valoración 

cuantitativa en la oportunidad que se le da a ambas para acudir a juicio. En segundo 

término, consideramos que los efectos de la violación anterior, se traduce en la 

inseguridad e incertidumbre que ello le genera en su esfera jurídica al gobernado. 

Consecuentemente, llegamos a manifestar, como lo hicimos desde el comienzo, que el 

tercer párrafo del artículo 207 del Código Tributario es inconstitucional, pues crea un 

estado de inseguridad e incertidumbre jurídica al gobernado, al tener que esperar 

injustificadamente por cinco años, para que una resolución administrativa que le fue 

favorable, pueda considerarse como definitiva. Además de que, como menciona 



Augusto Fernández Sagardi, el particular tendrá que realizar gastos como asesoría 

jurídica y demás costas judiciales, que el entrar a juicio suponen.  

 

En tales circunstancias, nos parece que en lo que al juicio de lesividad respecta, 

el procedimiento contencioso administrativo no esta llegando a impartir justicia. Es por 

ello que iniciamos esta obra con la idea que debemos tener de justicia administrativa, 

pues finalmente, en el juicio de lesividad podríamos no encontrarla. Lo anterior se debe 

a que los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al 

aplicar una ley que se encuentra viciada por una inconstitucionalidad, estarán 

imposibilitados en declarar una sentencia que respete estrictamente todo lo que la 

justicia administrativa conlleva. No obstante, las características del juicio de lesividad 

nos llevan a afirmar que al formar parte del Código Fiscal de la Federación, debe 

considerarse derecho vigente, pero que en la práctica no es derecho positivo2. Lo 

anterior se confirma a través de la experiencia práctica, pues en el año 2002de las casi 

cinco mil demandas interpuestas ante las Salas Regionales de Oriente del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa con sede en la Ciudad de Puebla, sólo una, 

era juicio de lesividad3. Por lo tanto, aun cuando las posibles violaciones a las garantías 

de los gobernados, no son muy factibles, no debe permitirse la existencia de un precepto 

que en un momento dado, pudiera causar un perjuicio a la colectividad. 

 

Después de lo expresado con anterioridad, es oportuno señalar nuevamente los 

mecanismos que son utilizados en legislaciones extranjeras para evitar las violaciones 

que encontramos en nuestro país. La experiencia francesa y española, que a través de 

                                                 
2 Entendiendo al derecho positivo como el derecho que supuestamente tiene facticidad; es decir, el que se 
practica en la realidad por el pueblo. Roberto Reynosa Dávila. “ La misión del juez ante una ley injusta ”. 
2ª ed. Porrúa. México, 2003. 
3 Datos obtenidos del Departamento de Sistemas e Informática de las Salas Regionales de Oriente del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa con residencia en la Ciudad de Puebla.  



este trabajo tuvimos la oportunidad de conocer, nos demuestran que a través de una 

correcta técnica legislativa, se otorga una igualdad de las partes al momento de acudir a 

juicio. Tal vez sea criticable el periodo de cuatro años con que cuenta la Autoridad para 

declarar lesivo un acto, pero al ser un mecanismo discrecional anterior al juicio, se evita 

que la Autoridad se vea en un estado de superioridad o trato preferencial al momento de 

acudir a juicio. Estamos de acuerdo en que finalmente el término para hacer efectiva la 

lesividad es prácticamente el mismo, tanto en los países estudiados como en el nuestro, 

por lo que simplemente recomendaríamos al legislador el observar la variación que se 

lleva a cabo en España, para que sin modificar el término de cinco años – si ese fuera el 

caso –, se terminara con el vicio de inconstitucionalidad que experimenta el juicio de 

lesividad como tal. 

 

Por último, es importante hacer alusión al futuro que se vislumbra para el juicio 

de lesividad dentro del procedimiento contencioso administrativo. Como hemos dicho 

ya, son pocos los estudiosos interesados en la materia por lo que los proyectos o 

propuestas sobre el tema en particular son nulos. Actualmente, lo único que podríamos 

considerar como futuro del juicio de lesividad es el proyecto de ley impulsado por el 

Senador Fauzi Hamdan, mismo que se encuentra en espera de ser discutido por la 

Cámara de Diputados, en el que el término de cinco años no sufre modificación alguna. 

En este sentido, aún cuando entrara en vigor la virtual Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, en lo referente al juicio de lesividad seguiríamos 

encontrando la inconstitucionalidad referida. Por lo que, una vez iniciada la vigencia de 

esta ley, podríamos pugnar por una modificación al artículo que regule los plazos para 

presentar la demanda, con el fin de terminar con la inconstitucionalidad. 

 
 



 
 

De esta forma concluimos nuestra investigación, esperando haber esgrimido 

adecuadamente todos los conocimientos adquiridos a lo largo de la misma. Igualmente, 

esperamos que las ideas y manifestaciones que aportamos, puedan servir como modelo 

para continuar los estudios sobre este tema en particular que no obstante ser poco 

común, presenta cuestiones muy interesantes jurídicamente hablando.  

 


